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Buenos Aires , 4 de noviembre de 2004 

 

 

Señor Presidente de la  

Comisión de Juicio Político 

de la  Honorable Cámara de Diputados de la Nación 

Dr. José Ricardo Falú 

S/D 

 

 

Señor,  

Cumplo en informar a esa Comisión acerca de los cargos recibidos en la nota del 

21 de octubre. Acompaño el Informe en 13 páginas. 

Saludo al señor presidente con las seguridades de mi consideración más 

distinguida. 

 

 

 

 

 

Fdo. Antonio Boggiano 
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Cargos 

 

 Con fecha 21 de Octubre se formulan los tres nuevos cargos siguientes: 

 

A) Haber tenido una conducta gravemente autocontradictoria al modificar su voto en 

el caso "Meller" el 4 de noviembre de 2002 -un día antes de la fecha de la 

sentencia- cuando decidió rechazar el recurso del Estado, cuando poco antes, el 13 

de septiembre de 2002, había firmado un proyecto donde: 

a. se hacía lugar al recurso del Estado; 

b. se dejaba sin efecto la sentencia que favorecía a “Meller”; 

c. se imponían las costas a “Meller”; 

d. se declaraba revisable el caso por arbitrariedad; 

e. se ponderaba como precedente el caso “Aión”, que él mismo firmó, al que 

luego calificó de “resto indeliberado” (sic); 

f. se ponderaban los “sólidos fundamentos del dictamen” de la Procuración 

del Tesoro en los que el Estado fundamentó su recurso; 

g. se adjetivaba de “dogmáticas” y “abstractas” las afirmaciones del Tribunal 

Arbitral de Obras Públicas; 



 

h. afirmaba que el Tribunal de Obras Públicas, en absoluto, no contempló ni 

decidió acerca de las causales ilegitimidad de la resolución 146/96, suscripta 

por la ex liquidadora de ENTEL, Ing. María Julia Alsogaray; 

i. se calificaba al fallo del Tribunal Arbitral que favorecía a “Meller” de no 

constituir “una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las 

circunstancias comprobadas de la causa”, y 

j. que se “imponía su descalificación como acto jurisdiccional válido”. 

 

B) Haberse apartado, sin fundamentos, en el caso “Meller Comunicaciones S.A. UTE c/ 

Empresa Nacional de Telecomunicaciones” de sus propios precedentes judiciales (“Aion 

S.A.I.C. y A. y Natelco S.A.I.C. c/ Empresa Nacional de Telecomunicaciones”), dejando 

expedita la vía para que la empresa ejecutara al Estado por una suma millonaria ($ 

28.942.839,81, hoy más de $ 400.000.000 en bonos de consolidación) por un 

supuesto crédito que resultaba inexistente. 

 

C) La grave diferencia, en orden a la doctrina y resultados, entre lo que 

suscribió en septiembre de 2002 y lo que sentenció un mes después, demuestra que tenía 

plena representación y total conocimiento de la arbitrariedad, ilegalidad y daño en contra 

del Estado, por lo que su voto no fue el del un juez imparcial, sino que estuvo motivado 

por otros intereses diferentes a los de la función judicial.  

 

 

Informe 

 

  Entiendo que estos cargos en gran parte ya han sido contestados en mi anterior 

informe del 21 de Octubre, cuyos términos ratifico en su integridad, en el que describí 

las distintas alternativas de la circulación de la causa “Meller.” 

 Sin perjuicio de ello, y de reiterar una vez más, que los jueces no pueden ser 

juzgados por el contenido de sus sentencias, efectuaré una serie de consideraciones a fin 

de poner de manifiesto la falta de sustento de las nuevas imputaciones. 

 Respecto del primer reproche,  sostengo enfáticamente que los cambios en los 

proyectos de votos en la circulación de los expedientes en la Corte - y en la de cualquier 

tribunal colegiado- no configuran conductas gravemente autocontradictorias. Antes 



 

bien, son situaciones normales que se producen como consecuencia del intercambio de 

pareceres entre los jueces. Los proyectos sólo proponen decisiones sin decidir nada aún, 

aspecto que parece haberse ignorado. En tal sentido manifesté en su oportunidad  -y 

ahora reitero- que todos los señores Ministros del Tribunal están dispuestos a testificar 

sobre el particular. Vuelvo a ofrecer ese medio de prueba. 

 Un claro ejemplo de la mudanza de parecer  puede observarse en la misma  

causa “Meller” en la que los magistrados que finalmente votaron en disidencia habían 

suscripto, en un principio, el proyecto de Secretaría que proponía lisa y llanamente 

desestimar la presentación directa por remisión al precedente “Pirelli” (ver anexo), lo que 

finalmente no aconteció  sólo por mi iniciativa de requerir dictamen del señor  

Procurador General de la Nación. No fue un mero cambio de fundamentos como se 

dijo en algún medio periodístico, sino un giro total en el sentido del voto respecto del 

proyecto inicialmente suscripto.  Es decir que no fui el único que cambié de criterio en 

esta causa.  Y ese cambio en los votos disidentes fue posible, lo reitero, merced a mi 

iniciativa. 

 Existían dos posiciones antagónicas  al final de la circulación de los proyectos. 

Una que proponía declarar que el laudo era revisable y arbitrario. Otra que propiciaba 

que el laudo no arbitrario (voto de los jueces Moliné O’Connor y López). 

 Frente a ambas posturas efectué un nuevo examen del caso  concluyendo que el 

incomprensible fallo “Aion” (ver anexo), en el  que se basaba el segundo proyecto de 

Secretaría, al cual había adherido, debía ser revisado porque era autocontradictorio. En 

efecto, no podía sostenerse que el laudo era irrevisable y a la vez susceptible de revisión 

en casos de arbitrariedad. Así lo puse de manifiesto en el considerando 12 de mi voto en 

la causa “Meller” en donde expliqué, en consonancia con el estudio que había realizado 

en los considerandos anteriores, los motivos por los cuales aquella doctrina debía 

dejarse sin efecto. 

 La salvedad establecida en el anómalo caso “Aión”, atinente a la revisibilidad del 

laudo en caso de arbitrariedad es, en rigor, un “resto indeliberado” porque sin 

fundamentación alguna se apartó de todos los precedentes de la Corte y, en 

consecuencia, sólo pudo haber sido suscripto por inadvertencia. 

 En rigor, el fallo recaído en “Aión” sólo consiste en una contradicción y, por 

ende, carece de toda virtualidad jurídica y lógica pues afirma y niega algo al mismo 

tiempo. En efecto, se limita a reiterar “Pirelli” y sin otra consideración agrega una frase 



 

contradictoria: “...toda vez que no se advierte arbitrariedad en la resolución apelada que 

justifique la intervención de esta Corte.” 

 En “Pirelli” se dijo por unanimidad que los laudos del Tribunal Arbitral de 

Obras Públicas eran inapelables. Esta afirmación es manifiestamente contradictoria con 

lo afirmado en “Aión” acerca de la ausencia de arbitrariedad. 

 Por ello no dejé de lado  sin fundamentos  un  precedente del Tribunal  como se 

me reprocha en el cargo dos, sino que revisé su doctrina. Mi voto estuvo extensamente 

fundado. Di sobradas razones para sustentarlo. 

 Estaba habilitado para modificar la doctrina de “Aión”, tal  como lo hicieron  los 

votos disidentes respecto de la doctrina de “Pirelli”. Conforme con inveterada 

jurisprudencia el  Tribunal ha revisado la doctrina de sus propios precedentes sobre la 

base de admitir, con elevado concepto, que su autoridad debe ceder ante la 

comprobación del error o de la inconveniencia de las decisiones anteriormente recaídas 

(Fallos: 166:220; 167:121; 178:25; 179:216; 183:409; 192:414; 216:91; 293:50, entre 

muchos otros). 

 Destaco, como lo hice en mi informe anterior, que estudié  toda la doctrina de la 

Corte sobre arbitraje desde el Tomo 1 de Fallos, tarea que se refleja en el voto que 

finalmente suscribí. No lo hice ligeramente en un día como parece insinuar el cargo uno. 

Mal podría haberlo hecho en ese breve lapso por la complejidad e implicancias de mi 

voto. Es cierto que suscribí el proyecto el 4 de noviembre de 2002, fecha en que lo 

concluí, pero si la sentencia fue llevada al acuerdo el día 5 de noviembre ello obedeció a 

la decisión del Presidente del Tribunal que tiene a su cargo “el orden de la consideración 

de las causas” (art. 88 del Reglamento para la Justicia Nacional). 

 Se me imputa además que mi voto importó la ejecución al Estado por una suma 

millonaria que hoy asciende $400 millones en bonos de consolidación.  Mas en la causa 

no había ningún elemento  que llevara a inferir que la sustancia económica del pleito 

pudiera ascender a esa cantidad. En todo caso, si se arribó a ella fue como consecuencia 

de un método de actualización que no guarda ningún vínculo con la materia objeto de la 

sentencia y, antes bien, provino de una decisión administrativa que se aplicó con 

posterioridad al fallo de la Corte y que, por lo tanto, desconozco y resultó ajena al 

control del Tribunal. 

  La “grave diferencia en orden a la doctrina y resultados entre lo que suscribió 

en septiembre de 2002 y lo que sentenció un mes después”, no es mejor que la grave 



 

diferencia entre lo que los disidentes firmaron en el proyecto inicial y lo que suscribieron 

en la sentencia. En lo que concierne a mi voto es la consecuencia de haber advertido la 

grave diferencia entre el proyecto inicial y la interpretación firmemente sentada por la 

Corte desde sus más antiguos pronunciamientos; de él nadie ha dicho que esté incurso 

en error y aún ha recibido el elogio de la doctrina más autorizada lo que es explicable 

porque importa la ratificación de una invariable jurisprudencia  fundada en las normas 

vigentes: art.7 de la ley 12.910,  arts. 6, 7 y 8 del decreto 11.511/47, art. 1° del decreto 

4.517/66 y decreto 1.098/56,  de las que no cabía prescindir sin declarar su 

inconstitucionalidad.  

 El borrador de Secretaría respecto del cual se me reprocha haberme apartado 

tampoco satisfizo a los jueces que votaron en disidencia. Adviértase que en los votos de 

los jueces Petracchi y Fayt se sostuvo que el Tribunal de Obras Públicas no es un 

tribunal arbitral sino un tribunal administrativo y por ello sus decisiones son revisables. 

El voto del juez Belluscio si bien coincidió con esa conclusión, afirmó la posibilidad de 

revisión cuando mediare arbitrariedad.  

 El Tribunal Arbitral de Obras Públicas es sin duda un tribunal arbitral tal como 

lo reconoce la invariable jurisprudencia de la Corte.  Y es obviamente así pues sólo en 

un tribunal arbitral las partes pueden designar árbitros. En este tribunal dos árbitros 

fueron designados por el Estado y uno por el particular. Si aún por vía de  hipótesis se 

admitiera que es un tribunal administrativo -como sostuvo la primera de aquéllas 

disidencias- resultaría aplicable la doctrina de la causa “Fernández Arias” de Fallos: 

247:646, según la cual el recurso extraordinario basado en inconstitucionalidad o 

arbitrariedad no satisface las exigencias de control judicial suficiente de las decisiones de 

aquél, por lo que el interesado debe ocurrir ante los tribunales ordinarios. O tener 

oportunidad para hacerlo, siendo inconstitucional la legislación que sólo admita el 

recurso extraordinario por ser éste inidóneo para satisfacer la garantía constitucional. 

Ello es otro argumento que corrobora que el laudo impugnado en “Meller” no era 

susceptible de revisión por la vía del art. 14 de la ley 48. 

 En síntesis, mi postura fue concorde con la reiterada jurisprudencia de la Corte 

según la cual el recurso extraordinario no cabe respecto de sentencias emanadas de la 

jurisdicción arbitral libremente convenida por los interesados dado que ésta es 

excluyente de la intervención judicial que culmina con la de la Corte y no admite otros 

recursos que los consagrados por las leyes procesales, en las cuales ha de buscarse 



 

remedio a los agravios que el laudo hubiese podido ocasionar ( Fallos: 296:230; 300:526; 

301:594, 1152, 1226; 302:174; 306:455, entre muchos otros). 

 En consecuencia, toda vez que mi voto se ajustó a derecho  no puede sostenerse 

que tuve la representación y total conocimiento de la arbitrariedad y grave daño en 

contra el Estado. Máxime cuando la sentencia de la Corte, como lo reconocen los 

considerandos del decreto 431/2003, se limitó a considerar la procedencia o 

improcedencia formal de la queja sin ingresar a las cuestiones  de fondo involucradas. 

Ello demuestra que tal pronunciamiento no causó perjuicio alguno al Estado pues el 

acto podía ser revocado en sede administrativa como efectivamente ocurrió y mi voto, 

por su contenido,  en modo alguno podía obstar a que ésta última decisión fuese 

adoptada. 

 El único interés que me guió al resolver  la causa fue fijar el recto criterio en un 

tema de singular trascendencia que involucraba el funcionamiento y utilidad  del 

arbitraje en Argentina. Lo hice guiado por el interés de  administrar justicia bien y 

legalmente (art. 112 de la Constitución Nacional), lo que no puede erigirse en factor de 

reproche.  



 

ANEXO 

 

 

Buenos Aires, 9 de marzo de 1999, "Recurso de hecho deducido por la demandada en la 

causa Pirelli Cables c/ Empresa Nacional de Telecomunicaciones", para decidir sobre su 

procedencia. 

 

Considerando: 

 

1° Que contra el pronunciamiento del Tribunal Arbitral de Obras Públicas de la 

Nación que condenó a la Empresa Nacional de Telecomunicaciones (o.l.) a pagar a 

Pirelli Cables S.A. las sumas resultantes del cambio de método en la liquidación de 

variaciones de costos de conformidad con las prescripciones del dec. 2348/76, la 

obligada al pago interpuso el recurso extraordinario cuya denegación motiva la presente 

queja. 

 

2° Que, según jurisprudencia de esta Corte, de acuerdo a lo prescripto en el art. 7° 

de la ley 12.910, en los arts. 6°, 7° y 8° del dec. 11 511/47, en su aclaratoria 4517/66 y en 

el dec. 1098/56, no cabe recurso judicial alguno respecto de las decisiones del Tribunal 

Arbitral de Obras Públicas (Fallos: 252:109; 261:27 y 108:110). 

 

3°  Que la pretensión de la demandada de acceder a esta instancia extraordinaria a 

pesar de lo dispuesto en las normas citadas, en tanto supone un planteo de 

inconstitucionalidad de aquéllas, resulta inadmisible puesto que el Estado nacional no 

está legitimado para plantear la invalidez constitucional de las normas que él mismo dicta 

(Fallos: 122:73; 132:101; 134:37; 264:218; 296:723 - cons. 4° -; - La Ley, 1977-B, 302 - 

doctrina de Fallos: 303:1039 y 307:630 - La Ley, 1985-C, 662, J. Agrup. caso 5470 -; y 

Fallos: 311:1237). 

 

Por ello, se desestima la queja. Se intima a la Empresa Nacional de 

Telecomunicaciones (e.l.) para que, en el ejercicio financiero correspondiente, satisfaga el 

depósito previsto en el art. 286 del Cód. Procesal Civil y Comercial de la Nación, de 

conformidad con lo prescripto en la acordada 47/91. - Julio S. Nazareno. - Eduardo 



 

Moliné O'Connor. - Carlos S. Fayt. - Augusto C. Belluscio. - Enrique S. Petracchi. - 

Guillermo A. F. López. - Adolfo R. Vázquez. - Gustavo A. Bossert. - Antonio Boggiano. 

 

 

Buenos Aires 29 de agosto de 2000 “Recurso de hecho deducido por la demandada  en 

la causa Aion S.A.I.C.y A y Natelco S.A.I.C. contra empresa nacional de Telecomunicaciones”  

para decidir sobre su procedencia. 

 

Considerando:  

Que las cuestiones debatidas en el sub examine son sustancialmente análogas a 

las resueltas en Fallos: 322:298 (“Pirelli”), a cuyos fundamentos corresponde remitirse en 

razón de brevedad, toda vez que no se advierte arbitrariedad en la resolución apelada que 

justifique la intervención de esta Corte. 

 

 Por ello, se desestima la queja. Se intima a la Empresa Nacional de 

Telecomunicaciones (e.l.) para que, en el ejercicio financiero correspondiente, haga 

efectivo el depósito previsto en el art. 286 del Código Procesal Civil y Comercial de la 

Nación, de conformidad con lo prescripto en la acordada 47/91. Notifíquese, tómese 

nota por Mesa de Entradas y, oportunamente, archívese. - Julio S. Nazareno. - Eduardo 

Moliné O'Connor. - Augusto C. Belluscio. - Carlos S. Fayt. - Gustavo A. Bossert. - 

Enrique S. Petracchi. - Guillermo A. F. López. - Antonio Boggiano. - Adolfo R. 

Vázquez. 

 


